LAS DIVERSAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

CONCEPTO

La improcedencia de la acción de amparo tiene por consecuencia que el tribunal de la Federación se encuentre ante la imposibilidad jurídica para analizar y resolver sobre el fondo de la cuestión principal, es decir, sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado, derivado de la actualización de las causas que se establecen en la Constitución, en la Ley de Amparo o en la jurisprudencia, causas que determinan esa imposibilidad y que podrán ser estudiadas de oficio por la autoridad que conozca del juicio de amparo, ya en el momento en que tengan a la vista una demanda de amparo, ya en el momento en que se dicte sentencia, de donde resulta que la improcedencia puede ser manifiesta e indudable, o bien, de carácter procesal.

IMPROCEDENCIA NOTORIA Y MANIFIESTA E IMPROCEDENCIA PROCESAL

La improcedencia notoria y manifiesta se hace valer de oficio por parte del tribunal de amparo, en el momento mismo en que tiene a la vista una demanda de amparo y que, ya sea de orden constitucional o legal, determina el desechamiento de la demanda de amparo, pero tal improcedencia debe ser muy evidente, es decir, que no deje lugar a dudas de que se actualice al caso concreto, toda vez que si hubiese alguna duda, el tribunal de amparo se encuentra obligado a admitir la demanda, sin perjuicio que en la sentencia que dicte en el juicio de amparo, advierta sin ninguna duda la improcedencia de la acción de amparo y proceda a decretar el sobreseimiento en el juicio.
La improcedencia procesal aparece durante el trámite del juicio de amparo, por consiguiente, ésta deberá determinarse en la sentencia, ya sea de oficio, o bien, a petición de cualquiera de las partes en el juicio, lo que determinará, sin duda, el sobreseimiento en el juicio de amparo, como veremos en el capítulo.
TIPOS DE IMPROCEDENCIA
Ahora bien, existen tres tipos de improcedencia, a saber:
· constitucional;
· legal, y
· jurisprudencial.

Improcedencia constitucional
Es aquella que deriva directamente de la Constitución, lo que significa que en los casos concretos que la misma determina, no procederá el juicio de amparo.
Los supuestos que establece la Constitución general de la República para la improcedencia del juicio de amparo son los que a continuación mencionamos.

ARTÍCULO 33
Una causa de improcedencia constitucional es la que prevé el art. 33 que dice:
Art 33 Son extranjeros los que no posean las calidades determinadas en el art. 30. Tienen derecho a las garantías que otorga el capítulo 1, título primero, de la presente Constitución; pero el Ejecutivo de la Unión tendrá la facultad exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional, inmediatamente y sin necesidad de juicio previo, a todo extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente.
Los extranjeros no podrán de ninguna manera inmiscuirse en los asuntos políticos del país.
A este respecto, debe decirse que el extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente el Ejecutivo de la Unión podrá hacerla abandonar el país sin necesidad de ningún juicio, conteniendo este precepto implícitamente que la acción de amparo está vedada para los extranjeros, que se encuentren en ese supuesto.
ARTÍCULO 60, PÁRR. 3º.
En el art. 60, párrafo tercero encontramos otra causa:
Las resoluciones de las salas a que se refiere el párrafo anterior, podrán ser revisadas exclusivamente por la sala superior del propio tribunal, a través del medio de impugnación que los partidos políticos podrán interponer únicamente cuando por los agravios esgrimidos se pueda modificar el resultado de la elección. Los fallos de la sala serán definitivos e inatacables. La ley establecerá los presupuestos, requisitos de procedencia y el trámite para este medio de impugnación.
En esta hipótesis la sala superior del tribunal electoral del poder Judicial de la Federación que resuelva en definitiva el recurso que se haya promovido en contra de las resoluciones dictadas por las salas regionales del propio tribunal electoral del poder Judicial de la Federación y al que se refiere el párrafo segundo del art. 60 de la ley fundamental, no podrá ser combatida dicha resolución por medio del juicio de amparo.

ARTÍCULO 99
Este numeral señala lo relativo a otra causa de improcedencia constitucional en la que otorga facultades al tribunal electoral del poder Judicial de la Federación para resolver en forma definitiva e inatacable en los términos de la propia Constitución y según lo disponga la ley, sobre:
I. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores;
II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección del presidente de los Estados Unidos Mexicanos que serán resueltas en única instancia por la sala superior. La sala superior realizará el cómputo final de la elección de presidente de los Estados Unidos Mexicanos, una vez resueltas, en su caso, las impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre la misma, procediendo a formular la declaración de validez de la elección y la de presidente electo respecto del candidato que hubiese obtenido el mayor número de votos;

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distinta a las señaladas en las dos fracciones anteriores, que violen las normas constitucionales o legales;
IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía procederá solamente cuando la reparación sea material y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos;
V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país, en los términos que señalen la Constitución y las leyes;
VI. Los conflictos y diferencias laborales entre el tribunal electoral y sus servidores;
VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal 
Electoral y sus servidores;
VIII. La determinación e imposición de las sanciones en la materia, y 

IX. Las demás que señale la ley.

ARTÍCULO 100, PÁRR. 9º

Las decisiones del Consejo serán definitivas e inatacables, salvo las que se refieran a la designación, adscripción y remoción de magistrados y jueces, las cuales podrán ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia, únicamente para verificar que hayan sido adoptadas conforme a las reglas que establezca la ley orgánica respectiva.
De lo anterior se advierte que el Consejo de la Judicatura Federal entre las funciones que desempeña como órgano del poder Judicial federal, que son de carácter administrativo, tales determinaciones no admiten la procedencia del juicio de amparo, por lo cual, por disposición constitucional resulta improcedente.

ARTÍCULO 104, 1, B

Corresponde a los tribunales de la Federación conocer:

I-B. De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones definitivas de los tribunales de lo contencioso administrativo a que se refiere la frac. XXIX-H del art. 73 y frac. IV, inc. e) del art. 122 de esta Constitución, sólo en los casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán los tribunales colegiados de circuito, se sujetarán a los trámites que la ley reglamentaria de los arts. 103 y 107 de esta Constitución fije para la revisión en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas dicten los tribunales colegiados de circuito no procederá juicio o recurso alguno.

ARTÍCULO 110

Es improcedente constitucionalmente el juicio de amparo en contra de las resoluciones que dicte la Cámara de Diputados en el sentido de declarar que ha lugar a acusar a un funcionario de los que señala el art. 110 constitucional, a la Cámara de Senadores, para el efecto de que ésta se erija en jurado de sentencia y una vez que otorgue al acusado el derecho de audiencia, dictará la resolución que corresponda, resultante del juicio político seguido en contra de aquél, resolución que tampoco admite el juicio de amparo.
ARTÍCULO 111
Otra causa de improcedencia constitucional es la que prevé el art. 111 de la ley fundamental al señalar las facultades que tiene la Cámara de Diputados para resolver si ha lugar a proceder penalmente o no, en contra de uno de los funcionarios que indica el primer párrafo de dicho precepto, respecto de 'las cuales es improcedente el juicio de amparo; igualmente, la facultad de la Cámara de Senadores para resolver si ha lugar o no a proceder penalmente por la comisión de delitos federales en contra de los servidores públicos de las entidades federativas que se indican en el quinto párrafo del propio precepto, para el efecto de que en el supuesto de que sea procedente penalmente se le comunique a las legislaturas locales, también es improcedente el juicio de amparo. Por tanto, ya sea la resolución de la Cámara de Diputados o de la Cámara de Senadores resulta inatacable y, por ende, improcedente el juicio de amparo.
Improcedencia legal
Es aquella que prevé la Ley de Amparo al enumerar, en su art. 73, las causas que impiden que el órgano de control constitucional analice jurídicamente la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados (ley o acto de autoridad).
A continuación examinaremos, todas y cada una de las causas de improcedencia del juicio de amparo que establece dicho numeral.
La frac. I establece que: "el juicio de amparo es improcedente contra actos de la Suprema Corte de Justicia".
En esta fracción surge un problema, toda vez que diversos tratadistas se han cuestionado si solamente el juicio de amparo no procede contra actos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y si por ésta debe entenderse únicamente a nuestro máximo tribunal, o también las resoluciones de los tribunales colegiados de circuito o las resoluciones de los jueces de distrito. Acto seguido trataremos de dar respuesta a dicha interrogante.

En cuanto a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no cabe duda alguna de que en contra de sus actos no cabe el juicio de amparo, porque teniendo el carácter de órgano de control constitucional que se encarga de velar por el respeto irrestricto a las garantías individuales del gobernado por parte del Estado y sus autoridades, no sería posible que teniendo tal función, ella misma pudiera efectuar una violación de esa magnitud, puesto que de darse ese supuesto, cabría preguntarse cuál sería el órgano ante el cual se pudiera acudir para promover un juicio de amparo y, en consecuencia, se llegaría al absurdo jurídico.
Por lo que se refiere a los tribunales colegiados de circuito, tienen una función similar a la de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en cuanto a que conocen de juicio de amparo directo, es decir, aquellos que se tramitan en una sola instancia, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley orgánica del Poder Judicial de la Federación y, asimismo, conocen generalmente del recurso de revisión en contra de las sentencias de amparo dictadas por los jueces de distrito, por los tribunales unitarios de circuito o por el superior de la autoridad responsable, en los casos del art. 37 de la Ley de Amparo, siempre que no se impugne la inconstitucionalidad de una ley, pues en tal caso, corresponderá a la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocer del mencionado recurso.
Igualmente, conocen de los recursos de queja que se promuevan en contra de los proveídos que dicten en la tramitación del juicio de amparo, los jueces de distrito, por los tribunales unitarios de circuito o superior de la autoridad responsable; ya sea por defecto o exceso en la ejecución de una sentencia de amparo, o bien, cuando las autoridades responsables concedan o nieguen la suspensión definitiva al quejoso en el juicio de amparo directo. Todo lo anterior de acuerdo con lo dispuesto en el art. 95 de la Ley de Amparo.
Se ha dicho que contra las resoluciones de los tribunales colegiados de circuito, no cabe recurso alguno, tal como lo establece el art. 83 de la Ley de Amparo, sin embargo, debe decirse que las resoluciones de éstos que deciden u omitan decidir sobre la constitucionalidad de una ley o deciden u omitan decidir la interpretación directa de un precepto de la Constitución, admiten expresamente el recurso de revisión que prevé el numeral invocado, pero no porque admitan el juicio de garantías, puesto que no es jurídicamente posible, ya que, como nuestro más alto tribunal, también funciona como órgano constitucional, el cual, se encarga de velar las garantías que otorga la Constitución a los gobernados.
Mención aparte merece la cuestión relativa a los jueces de distrito, toda vez que tienen dos funciones fundamentales a saber:
a) Actúan como órgano de control constitucional, y

b) Actúan como órgano jurisdiccional, toda vez que conocen también de juicios federales que ante ellos se tramiten en los términos que establece el art. 104 de la propia Constitución en relación con la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
Por tanto, es incuestionable y en virtud de los razonamientos vertidos, que cuando los jueces de distrito actúen como órgano de control constitucional, evidentemente, no procede el juicio de amparo contra sus resoluciones, entendiendo por éstas, proveídos, sentencias interlocutorias y definitivas, sin embargo, cuando dichos jueces federales actúan como órganos jurisdiccionales, es indudable que pueden incurrir en alguna violación constitucional; razón por la cual, procede el juicio de amparo contra las resoluciones que emitan ejerciendo tal función.
De lo anterior, se desprende que el juez de distrito tiene una dualidad de funciones completamente diferentes y que, en consideración a los argumentos expuestos, por un lado no puede promoverse juicio de amparo contra sus resoluciones y, por otra parte, sí procede. Todo ello en las hipótesis que se han señalado en líneas precedentes.
Igual consideración debe hacerse en relación con los tribunales unitarios de circuito cuando ejerzan su función como órganos de control constitucional al conocer del juicio de amparo indirecto.
En relación con el superior de la autoridad responsable, en los casos que se refiere el art. 37 de la Ley de Amparo, cabe afirmar que en la actualidad han caído prácticamente en desuso, en el sentido de que se promueva el juicio de amparo ante las mismas, pero como pudiese suceder que en un momento determinado si se presentara tal situación, entonces debemos remitimos a las mismas argumentaciones que se expresaron en el estudio de las funciones del juez de distrito en lo conducente.
En mérito a lo expuesto cabe afirmar que la improcedencia legal a que se refiere la frac. I del art. 73 de la Ley de Amparo, es en relación tanto a las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como de los tribunales colegiados de circuito, de los jueces de distrito de los tribunales unitarios de circuito y del superior de la autoridad responsable, estos tres últimos en los casos y con las condiciones apuntadas en este capítulo.
La frac. II del art. 73 en análisis establece que:
El juicio de amparo es improcedente:

II. Contra resoluciones dictadas en el juicio de amparo o en ejecución de las mismas.
De lo anterior resulta que contra las resoluciones dictadas en los juicios de amparo, o bien en ejecución de las mismas, existe una improcedencia legal para ejercitar el juicio de garantías, puesto que de suceder de esta forma cualquiera podría promover un nuevo juicio de amparo en contra de la resolución de otro anterior.

Por otra parte, contra las resoluciones que se dicten en un juicio de amparo y que afecten a personas extrañas a él, encontramos la Tesis relacionada a la Jurisprudencia 162 colocada en séptimo orden visible a fojas 291, segunda parte del Apéndice de referencia que dice:

Amparo procedente pedido por un tercero extraño, contra resoluciones dictadas en juicio de garantías. La frac. II del art. 73 de la ley orgánica del juicio constitucional establece que el juicio de amparo es improcedente contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en ejecución de las mismas, debe entenderse aplicable solamente para las partes contendientes en el amparo, mas no para personas extrañas al mismo, ya que dicha disposición no puede contrariar al art. 14 constitucional que previene que nadie podrá ser privado de sus propiedades, posesiones o derechos sin ser oído y vencido en el juicio correspondiente. La Suprema Corte de Justicia ha establecido que los jueces de distrito no pueden decretar el sobreseimiento, cuando el amparo se promueve contra actos de las autoridades comunes que afecten a personas extrañas a un juicio de garantías, aun cuando dichos actos tengan como fundamento una resolución dictada en ese juicio. Por consiguiente, si la autoridad responsable, al tramitar el incidente de liquidación de daños y perjuicios causados por la suspensión decretada en un amparo, no llamó a juicio a la compañía de fianzas que extendió la póliza respectiva, no le notificó la demanda incidental, no le dio oportunidad de ser oída, ni le notificó tampoco la sentencia definitiva pronunciada en el incidente, en tales condiciones, no puede declararse, con fundamento en la frac. II del art. 73 de la ley relativa, improcedente el juicio de amparo promovido por dicha compañía contra el auto dictado en ejecución de la sentencia recaída en ese incidente, en el que se requirió de pago a la propia compañía por el importe de la expresada póliza; sino que debe concedérsele la protección federal solicitada, de conformidad con la jurisprudencia establecida en el sentido de que los actos en el juicio que afecten a personas extrañas a él, importan una violación de garantías.
Consideramos que dicha tesis ejecutoria debe interpretarse en el sentido de que, aun cuando se trate de terceros extraños ajuicio, es de explorado derecho que los tribunales federales no pueden violar garantías individuales, tal como ha quedado apuntado en este mismo capítulo, de donde se advierte una redacción inexacta del rubro de la tesis en cuestión y además de que tal ejecutoria no se refiere propiamente a la resolución dictada en un juicio de amparo, sino más bien al incidente de daños y perjuicios que promueva el tercero perjudicado una vez concluido el amparo; razón por la cual, es incontrovertible que no cabe el amparo contra una resolución dictada en un juicio de garantías, por lo que no puede decirse que ésta se refiere a la ejecución de la sentencia de amparo, ya que de ser así estaría en contradicción con la Tesis Jurisprudencial que a continuación se transcribe y que es la 736, visible a fojas 1208, segunda parte del Apéndice (1917-1988) en cita que reza de la siguiente manera:
Ejecución de sentencia de amparo (amparo improcedente). De acuerdo con la frac. II del art. 73 de la Ley de Amparo, contra los actos de ejecución de sentencias es improcedente el juicio de garantías, aun cuando tales actos afecten a terceras personas, que no fueron partes en la contienda constitucional.
En conclusión, debe decirse que ha quedado plenamente demostrado que el juicio de amparo no procede en la hipótesis prevista en la fracción en estudio, aun tratándose de terceras personas extrañas al juicio, por los motivos expresados con antelación.

El art. 73, frac. III de la Ley de Amparo establece otra causa de improcedencia legal. Al efecto dice:
El juicio de amparo es improcedente:
III. Contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de amparo que se encuentre pendiente de resolución, ya sea en primera o en única instancia, o en revisión, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.

Esta fracción se refiere a un segundo juicio de amparo que pueda promover una persona (quejoso) y que tenga las mismas características o elementos de un juicio de amparo anterior o primero, lo cual significa que, necesariamente, tendrá que ser interpuesto por un mismo quejoso contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, sin que sea necesario que las violaciones constitucionales sean las mismas; este último amparo podrá estar pendiente de resolución ya sea en amparo directo o indirecto, o bien, en recurso de revisión, lo que da como consecuencia que el segundo amparo sea considerado improcedente.
La circunstancia de que existan dos juicios con los mismos elementos a que se refiere la fracción en análisis, es lo que la doctrina en derecho procesal común ha dado en llamar litispendencia, que es aquella en la que existe identidad en todas las acciones y cosas entre dos o más juicios.
Para clarificar lo anterior, basta un ejemplo que es el siguiente:
En un juicio de amparo promovido por Francisco Pérez el día 17 de diciembre de 1996, reuniendo todos los requisitos que establece el art. 116 de la Ley de Amparo, solicita el amparo y protección de la justicia de la Unión en contra del ciudadano Juez Trigésimo Quinto de lo Penal en el Distrito Federal, designándolo a éste como autoridad responsable, señalando como acto reclamado el auto de formal prisión decretado en su contra el día 14 de diciembre de 1996 por violación al art. 14 constitucional. Posteriormente, la misma persona promueve un diverso juicio de amparo, en contra del mismo auto de formal prisión dictado por la misma autoridad por violación al art. 16 constitucional, dicho juicio lo interpone el día 6 de enero de 1997.
El primer juicio de amparo promovido por el mencionado quejoso se tramitó ante el Juzgado Décimo Primero de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal, que admitió su demanda el día 18 de diciembre del año próximo pasado, señalando para la celebración de la audiencia constitucional el día 2 de enero del año curso y, celebrada que fue, el juez federal pasó a dictar la resolución que fuere procedente conforme a derecho.

De la anterior ejemplificación, se advierte que en ambos juicios de amparo el quejoso es el mismo, el acto reclamado también es el mismo e igualmente la autoridad responsable es la misma, pero la violación constitucional es distinta, sin embargo, el primer amparo promovido por el citado quejoso está pendiente para dictarse la resolución correspondiente en primera instancia, lo que hace el segundo juicio de amparo interpuesto sea improcedente por encontrarse en la hipótesis prevista en la fracción en estudio.
La frac. IV del multicitado art. 73 de la Ley de Amparo, dispone: El juicio de amparo es improcedente:
IV. Contra leyes o actos que hayan sido materia de una ejecutoria en otro juicio de amparo, en los términos de la fracción anterior.
Ahora bien, cabe decir, en relación con esta causa de improcedencia, que deben darse los mismos supuestos que en la fracción procedente, con la salvedad que el primer juicio de amparo no se encuentra pendiente de resolución, sino que ya ha causado ejecutoria. Al respecto debe afirmarse que una resolución dictada en el mismo ha causado ejecutoria cuando no existe recurso alguno en contra de la misma.
Es importante precisar que los juicios de amparo en primera o en única instancia causan ejecutoria fundamentalmente en los dos casos siguientes:

a) En un juicio de amparo en el cual una de las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejercite la facultad de atracción y resuelva un juicio de amparo directo, la sentencia que se dicte en éste causará ejecutoria por ministerio de ley, y

b) En los juicios de amparo directo promovidos ante los tribunales colegiados de circuito, la resolución que dicten dichos tribunales en los mismos, causa ejecutoria también por ministerio de ley, hecha excepción de aquellas sentencias que se encuentren en los supuestos que establece el art. 83, frac. V, esto es, que en tales resoluciones se decida u omita decidir sobre la inconstitucionalidad de una ley o la interpretación directa de un precepto de la Constitución, en cuyo caso la persona que se considere agraviada por la misma, puede interponer recurso de revisión para que en última instancia lo resuelva la Suprema Corte de Justicia de la Nación, o bien, si no se impugna dentro del término que para el efecto establece el art. 86 de la Ley de Amparo, con fundamento en lo dispuesto en los arts. 356, frac. II y 357, párrafo segundo, ambos del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en términos de lo que dispone el numeral 2º de la Ley de Amparo causan ejecutoria por declaración judicial.
Respecto a las sentencias dictadas por los jueces de distrito, así como de los tribunales unitarios de circuito, actuando como órganos de control constitucional, es decir, pronunciando sentencias de amparo, pueden causar ejecutoria por declaración judicial, si no se impugnan por la parte a quien le perjudique dentro del término de 10 días, o bien, que el superior jerárquico de dichos jueces habiendo sido impugnada la sentencia de amparo, dicte su resolución en el recurso de revisión interpuesto, en cuyo caso esta última causará ejecutoria por ministerio de ley.
Acorde a los razonamientos expuestos, puede decirse que si una persona interpone un juicio de amparo en los términos que establece la fracción de mérito, es incuestionable que es improcedente, porque dichas cuestiones ya fueron analizadas anteriormente por el órgano conocedor del amparo que el propio quejoso promovió y que la resolución que se dicte en éste tiene el carácter de ejecutoria.
Cabe aclarar que en el caso de que en un segundo amparo se señalen diversas autoridades ejecutoras que las que se hayan indicado en el primer amparo, pero el acto reclamado a la ordenadora es el mismo, del cual quien forma el segundo amparo es improcedente, como así lo ha estimado la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
También existe improcedencia legal cuando los actos reclamados por el quejoso no afecten sus intereses jurídicos (frac. V, art. 73), lo cual significa que el quejoso con la emisión del acto que reclame no le cause un agravio personal y directo, es decir, que dicho quejoso no sea el titular precisamente de los derechos subjetivos públicos violados y que el acto de autoridad no afecte a él y que mediante un análisis del órgano conocedor del juicio de amparo, determine la existencia real del agravio.
Ejemplo de lo anterior puede darse el siguiente caso:

Una persona de nombre Miguel Fuentes acude ante el órgano de control constitucional en demanda del amparo y protección de la justicia de la Unión en contra de una sentencia dictada por un juez del arrendamiento inmobiliario del Distrito Federal, en un juicio de controversia de arrendamiento, sobre terminación de contrato de arrendamiento, declarando terminado el contrato de arrendamiento celebrado entre el actor Jaime Sánchez y el demandado Luis Luna, condenando a desocupar el inmueble materia del juicio. Asimismo, el lanzamiento del demandado del inmueble de referencia, alegando en esencia el quejoso (tercero extraño a juicio), que él habita dicho inmueble por haber celebrado contrato de subarrendamiento con el demandado y que sin haber sido oído ni vencido en juicio se le pretende privar del mismo.
Debe hacerse la aclaración pertinente que la demanda de amparo promovida por el mencionado quejoso reúne los requisitos que para el efecto prevé la Ley de Amparo, y en consecuencia, tramitado que fue dicho juicio ante la autoridad federal no aporta ningún medio de prueba para acreditar sus afirmaciones (ni siquiera el supuesto contrato de subarrendamiento), por ello, la sentencia que se dicte en dicho juicio necesariamente deberá ser de sobreseimiento, por existir la causa de improcedencia que establece la fracción en análisis (V del art. 73, Ley de Amparo), ya que los actos que reclama de forma alguna le causan agravio y, por ende, no afectan sus intereses jurídicos.
Cabe hacer notar que en el caso de la fracción en comento, generalmente, se tiene que tramitar el juicio de garantías, porque sólo excepcionalmente se da el caso de que antes de iniciarse el procedimiento, se deseche de plano la demanda de amparo por considerar que se actualiza dicha causa.
También es de vital trascendencia mencionar que dicha causal se presenta frecuentemente en los juicios de amparo indirecto ya que, difícilmente, en el procedimiento constitucional en única instancia puede decirse que el acto reclamado no afecta el interés jurídico del quejoso, en virtud de que el acto reclamado siempre consistirá en una resolución definitiva que evidentemente va dirigida en contra de la persona que promueve el juicio de garantías.
La frac. VI del numeral en cita prevé que el juicio de amparo es improcedente:
Contra leyes, tratados y reglamentos que, por su sola vigencia, no causen perjuicio al quejoso, sino que se necesite un acto posterior de aplicación para que se origine tal perjuicio.
Esta fracción se encuentra íntimamente vinculada con la fracción que antecede, puesto que también se refiere a la no afectación de los intereses jurídicos del quejoso, pero por medio de una ley.
Para mejor comprensión, debe precisarse qué es una ley autoaplicativa y qué es una ley heteroaplicativa. La primera es aquella que por su sola entrada en vigor, causa perjuicios a un gobernado. Por ejemplo, podría darse el caso de que el poder Legislativo expidiera una ley que coartara la libertad de tránsito a los habitantes de la República mexicana, razón por la cual, esa ley, con su sola entrada en vigor causaría agravio, sin necesidad de otro acto posterior de autoridad para producir tal afectación. En cuanto a la segunda, es aquella que por su sola expedición no causa perjuicios al quejoso, sino que necesita un acto de aplicación por parte de otra autoridad, esto es, una autoridad emite una ley y otra la ejecuta en perjuicio del gobernado, tal es el caso previsto en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, que dispone en el supuesto de la separación de personas como acto prejudicial que indica el art. 212, segundo párrafo al prevenir que el juez tomando en cuenta las circunstancias del caso, decretará quién de los cónyuges permanecerá en el domicilio conyugal. Así visto tal precepto, no causa ningún perjuicio al gobernado, sino solamente en el caso de que se promueva ante el juez competente, la separación de personas como acto prejudicial y dicha autoridad determine que es el caso de que el cónyuge en contra de quien se pide la separación, sea el que debe abandonar el hogar conyugal, en otras palabras, quién de los dos cónyuges debe permanecer en dicho domicilio, entonces se estará aplicando la ley y le causará un perjuicio a la persona en contra de quien se decrete dicha medida. Por tanto, si el cónyuge, sin que previamente se le haya aplicado la ley en d sentido que se indica en líneas precedentes, acude ante los tribunales de la Federación en demanda del amparo y protección de la justicia de la Unión por estimar que el precepto en cuestión es inconstitucional, es evidente que se actualiza la causa de improcedencia prevista en la frac. VI del art. 73 de la Ley de Amparo, toda vez que ésta prevé la hipótesis de que se promueva un amparo contra una ley de carácter heteroaplicativo, como si fuese autoaplicativa, esto es, se promueve un amparo contra una ley que requiere un acto de aplicación para causar un perjuicio y que no lo causa por su sola entrada en vigor, porque no hay tal acto de aplicación, por lo que deviene la improcedencia de que se trata.
También existe una improcedencia legal en los supuestos que previenen las fracs. VII y VIII del artículo en cita que a la letra dice:
El juicio de amparo es improcedente:

VII. Contra las resoluciones o declaraciones de organismos de autoridades en materia electoral.
VIII. Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las Cámaras que lo constituyen, de las legislaturas de los estados o de sus respectivas comisiones o diputaciones permanentes, en elección suspensión o remoción de funcionarios, en los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana y discrecionalmente.
La improcedencia en cuanto a las fracciones en estudio, se reforza con lo establecido en la Tesis de Jurisprudencia 623 publicada en p. 1061, segunda parte, del Apéndice a que se ha hecho referencia, que a la letra dice:
Derechos políticos. Improcedencia. La violación de los derechos políticos no da lugar al juicio de amparo, porque no se trata de garantías individuales.
La frac. IX del artículo que se analiza, establece que el juicio de amparo es improcedente: contra actos consumados de un modo irreparable; entendiéndose por éstos, aquellos en que sea físicamente imposible volver las cosas al estado que tenían antes de la violación.
La cuestión relativa a los actos consumados de modo irreparable ha sido muy difícil determinar, tanto en la teoría, como en la práctica, puesto que debe haber necesariamente una imposibilidad física y material para que en caso de que se otorgara la concesión del amparo el quejoso, no pudiese ésta efectuarse precisamente por la imposibilidad de que se habla.

Anteriormente, y en forma reiterada, se pensaba que cuando un quejoso acudía al juicio de amparo contra un lanzamiento efectuado en su contra, éste era un acto consumado de modo irreparable, sin embargo, con posterioridad varió el criterio, ya que en caso de que hubiese una concesión del amparo sí es posible restituir al quejoso en el goce de la garantía violada, puesto que el amparo indiscutiblemente tiene efectos restitutorio s que, en sentido positivo, significa volver las cosas al estado en cual se encontraban antes de la violación de garantías y en efecto negativo, al que la autoridad que emitió el acto reclamado respete la garantía del gobernado.
Así las cosas, en la práctica del juicio de amparo es muy difícil que se presente esta causal, por la naturaleza propia del juicio de amparo que se indica en líneas precedentes. Ejemplo de esta fracción podría citarse el caso de la autoridad judicial que en lugar de dictar un auto de término constitucional dentro de las 72 horas lo hubiese hecho en 90, por lo cual sería imposible restituir al agraviado en el gocé de la garantía individual violada. Otro caso es el supuesto en que se reclame de las autoridades agrarias una resolución que declare la validez de una asamblea general de ejidatarios que confirmó la elección de los terceros perjudicados en el amparo, para fungir como integrantes del comisariado ejidal de un poblado, pero con antelación a la resolución que deba dictarse en el juicio de amparo respectivo, aparece que el periodo para que fueron electos ya concluyó, por lo cual, resulta incuestionable que se tratan de actos consumados de modo irreparable, pues es imposible física y materialmente restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación.
La frac. X del dispositivo legal en examen, establece que el juicio de amparo es improcedente:
Contra actos emanados de un procedimiento judicial o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento, sin afectar la nueva situación jurídica.
Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los arts. 16, 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso una vez cerrada la instrucción, y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente.
Con esta adición a la frac. X del art. 73 de la Ley de Amparo, publicada en el DO 10 de enero de 1994, vigente a partir del día 10. de febrero del mismo año, resulta benéfica y muy adecuada para el quejoso, pues se había hecho costumbre por parte del juez de distrito el sobreseer en el juicio de amparo cuando se promovía la acción constitucional en contra de una orden de aprehensión y dentro del trámite del amparo, el juez de la causa, manifestaba que ya existía el auto de formal prisión, o bien que se promoviera el amparo contra el auto de formal prisión y dentro del propio trámite del juicio constitucional, el juez del procedimiento expresaba que ya se había dictado sentencia definitiva en el juicio de donde emanaban los actos reclamados, por cambio de situación jurídica pero ahora con la reforma no puede suceder así, ya que el párrafo segundo indica sin lugar a dudas, que sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren consumadas irreparablemente las violaciones cometidas, razón por la cual ahora, puede interponerse un amparo en contra de una orden de aprehensión o en contra de un auto de formal prisión y aun cuando en el primer caso se dicte el auto de formal prisión, no habrá cambio de situación jurídica, en tanto que en el segundo no podrá dictarse sentencia definitiva en el juicio natural hasta en tanto no se resuelva el amparo en definitiva.
En cuanto a la frac. XI del referido art. 73, también existe una improcedencia de carácter legal, consistente en actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento y que pueden presentarse, por un lado, cuando el quejoso señale como acto reclamado un acto de autoridad emanado de un procedimiento y haya manifestado su conformidad con el mismo, y por otro lado, cuando dentro de un procedimiento del carácter que fuere, siga promoviendo en él, dando a entender su conformidad con dicho acto y posteriormente ejercite la acción de amparo en su contra; o bien, en el supuesto de que un indiciado haya sido condenado por sentencia definitiva y se le haya impuesto una pena privativa de libertad y se le haya conmutado por multa, en atención de que puede gozar de ese derecho, y exhiba ante la autoridad judicial el recibo de pago del importe de la multa correspondiente y después promueva el juicio constitucional de amparo, razón por la cual, ha realizado manifestaciones de voluntad que entrañan el consentimiento del acto reclamado en el amparo, siendo aplicable lo dispuesto en la fracción que se comenta, y en consecuencia, el amparo resulta improcedente.
Así, visto lo anterior, si se presentan las situaciones que se han relatado, es claro que se actualiza la causa de improcedencia citada.
La frac. XII del precepto legal invocado establece que el juicio de amparo es improcedente:
Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales, aquéllos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los arts. 21,22 y 218.
No se entenderá consentida tácitamente una ley, a pesar de que siendo impugnable en amparo desde el momento de la iniciación de su vigencia, en los términos de la frac. VI de este artículo, no se haya reclamado, sino sólo en el caso de que tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en relación con el quejoso.
Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerla valer o impugnar desde luego la ley en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la ley si no se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir de la fecha en que se haya notificado la resolución recaída al recurso o medio de defensa, aun cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad.
Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deberá estarse a lo dispuesto en el art. 166, frac. IV, párrafo segundo, de este ordenamiento.
Es menester analizar por partes la presente fracción de la siguiente forma: el juicio de amparo es improcedente cuando no se promueve dentro de los términos que señalan los arts. 21, 22 y 218.
Al respecto, debe decirse que si el juicio de amparo no se promueve dentro del término de 15 días que establece el numeral 21 de la Ley de Amparo, aun cuando solamente rebase dicho término un día, será considerado extemporáneo (término ordinario).

Por lo que se refiere al art. 22 de la misma ley, es evidente que habrá extemporaneidad en los casos de las fracs. 1, 11, tercer párrafo y 111 de dicho numeral, por lo que si en el supuesto de la frac. 1, no se interpone el juicio de amparo dentro del término de 30 días, resultará extemporáneo, igualmente si no se interpone dentro del término de quince días contra el acuerdo de extradicción de una persona reclamada por un Estado extranjero y dictado por la Secretaría de Relaciones Exteriores; y si no se interpone dentro del término de 90 o 180 días que establece la frac. 111 de dicho dispositivo legal, con las condiciones que la misma ordena, también será considerado consentido.
En las hipótesis del art. 218, se señala que el término para promover amparo será de 30 días, por lo que si se interpone después de ese término es extemporáneo.

En mérito de lo expuesto, cabe concluir que ese consentimiento tácito de que habla la fracción en cuestión, es cuando no se interpone el juicio constitucional dentro de los términos que para el efecto disponen los numerales invocados.
En cuanto al párrafo segundo de la fracción en análisis, de una interpretación correcta del mismo, puede decirse que constituye una excepción al consentimiento tácito en lo referente a una ley, puesto que como ya quedó apuntado, si una ley no causa perjuicios al quejoso por su sola expedición y luego la impugna cuando se le imponga un acto de autoridad aplicándose la misma, es incuestionable que no se requiere que la combata desde el momento de su promulgación, sino una vez que una autoridad haya emitido el acto de aplicación, que en todo caso es éste el que le causa perjuicios, debiendo impugnar tanto la promulgación de la ley como el acto de aplicación, pero en este caso tendrá un término de 15 días para hacerlo.
Por lo que se refiere al párrafo tercero de la causa de improcedencia que se estudia, si en contra el acto de aplicación procede algún recurso o medio de defensa legal por el cual pueda ser revocado, modificado o nulificado, el quejoso, desde luego, tendrá la facultad potestativa para escoger entre el recurso o el juicio de amparo, yen caso de que opte por éste, no podrá decirse que es improcedente, aun cuando exista algún recurso contra ese primer acto de aplicación de la ley que se impugna de inconstitucional, ya que el quejoso está en plenitud de facultades para escoger lo que a su interés convenga.
Ahora bien, si el quejoso opta por el recurso en contra del primer acto de aplicación de una ley que considere inconstitucional, el término para promover el juicio de amparo comenzará a correr a partir de la fecha en que se le haya notificado la resolución recaída al recurso o medio de defensa, siendo dicho término el ordinario, es decir, de 15 días.
Es pertinente hacer la aclaración de que el quejoso, en los casos del párrafo en estudio, podrá optar entre uno y otro, mas no podrá promover el juicio de amparo y el recurso o medio de defensa legal contra el primer acto de aplicación, pues en tal caso, caería dentro de otra causa de improcedencia que más adelante se examinará.
En el caso del último párrafo de la fracción en análisis, resulta importante precisar que se procederá a impugnar la ley en la demanda, pero sin señalarla como acto reclamado sino en la parte relativa a los conceptos de violación.
La frac. XIII del propio precepto establece que el juicio de amparo es improcedente:

Contra las resoluciones judiciales de tribunales administrativos o del trabajo respecto de las cuales conceda la ley algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual pueden ser modificadas, revocadas o nulificadas; aun cuando la parte agraviada no lo hubiese hecho valer oportunamente, salvo lo que la frac. VII del art. 107 constitucional dispone para los terceros extraños.
Se exceptúan de la disposición anterior los casos en que el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, deportación o destierro, o cualquiera de los actos prohibidos por el art. 22 de la Constitución. Para ejemplificar lo anterior, puede establecerse el siguiente caso:

Manuel Pérez Lima promueve un demanda relativa a un juicio ejecutivo mercantil en contra de Sergio Silva Mares ante la oficialía de partes de los juzgados de lo civil del Distrito Federal, de la cual le corresponde conocer, por razón de turno, al Juzgado Decimonoveno de lo Civil del Distrito Federal, quien la admite, ordena emplazar a la parte demandada, ésta contesta la demanda, ofrece pruebas, se desahogan en la audiencia de ley, y se dicta sentencia en dicho juicio condenando a la parte demandada a todas y cada una de las prestaciones reclamadas por la parte actora; ante ello la demandada y condenada interpone juicio de amparo, el cual resulta improcedente por violación al principio de definitividad del acto reclamado, pues no agotó el recurso ordinario de apelación que prevé el art. 1339, frac. I del Código de Comercio, actualizándose así la causa de improcedencia prevista en la frac. XIII del art. 73 de la Ley de Amparo.
Por otra parte, la anterior regla general tiene su excepción, tratándose de los terceros extraños a juicio, los cuales son aquellas personas que no tienen intervención como partes en un procedimiento judicial o en cualquier otro procedimiento, ya que siendo así no tienen obligación de agotar ningún recurso ordinario, precisamente por considerarse a los mismos terceros ajenos al procedimiento origen del amparo; en ese orden de ideas, si alguna persona que tenga esa calidad se ve afectada por algún acto de autoridad en algún procedimiento judicial o administrativo, o de cualquier otro carácter, en el cual no haya tenido intervención como parte en el mismo, podrá impugnar tal acto por medio del juicio de amparo y éste evidentemente es procedente.
En el art. 73 de la Ley de Amparo, en su frac. XIV; establece que el juicio de amparo es improcedente:

Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordinarios algún recurso o defensa legal propuesta por el quejoso, que pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto reclamado.
Al respecto, cabe decir que esta causa de improcedencia se da cuando el quejoso promueve algún recurso o medio de defensa que tenga por efecto modificar, revocar o nulificar el acto que reclama en el amparo, como puede ser el caso de que en un determinado juicio civil del orden común no se le emplace al mismo, al demandado, y éste cuando ya se ha dictado sentencia definitiva en primera instancia, dentro del término de tres meses, interpone el recurso de apelación extraordinaria por falta de emplazamiento y también promueve el juicio de amparo por el mismo motivo; lo que da como consecuencia legal y necesaria que este último sea improcedente, porque el recurso mencionado en primer término tendrá por efecto el nulificar el acto reclamado. Cabe hacer notar que únicamente se puede percatar el juzgador de amparo de dicha situación, una vez que se haya tramitado el juicio de amparo que, desde luego, será el indirecto, porque la autoridad responsable al rendir su informe con justificación con fundamento en el art. 149 de la Ley de Amparo, hará valer la indicada causa de improcedencia, de acuerdo con lo establecido en la frac. 111 del numeral 74 de la ley invocada, ya que el quejoso en su demanda de amparo jamás expresará que tiene promovido un recurso en contra del acto que reclama en vía de amparo. La frac. XV establece otra causa de improcedencia que a la letra dice:

Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan o proceda contra ellos algún recurso, juicio o medio de defensa legal, por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos mediante la interpretación del recurso o medio de defensa legal que haga valer el agraviado, sin exigir mayores requisitos que los que la presente ley consigna para conceder la suspensión definitiva, independientemente de que el acto en si mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta ley.
No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa si el acto reclamado carece de fundamentación.
En los dos casos anteriores se presenta la improcedencia de la acción de amparo por violación al principio de definitividad contra de actos de tribunales, en la fracción que se analiza es una causa por violación al principio mencionado, pero contra actos de autoridades de índole administrativa; y se formula una excepción a tal base constitucional en el último párrafo de la fracción en cuestión en función de que como el acto reclamado carece de fundamentación, el quejoso está impedido para conocer qué recurso es el procedente, toda vez que no se señala la ley en que se basa la autoridad para dictarlo.
Regularmente, rige el principio de definitividad del que se habla, porque en la práctica es muy difícil que se presente la situación de que una ley exija mayores requisitos de los qUe señala la propia Ley de Amparo para conceder la suspensión definitiva.

En el caso de la frac. XVI del artículo en estudio, establece que el amparo es improcedente cuando han cesado los efectos del acto reclamado.
Generalmente, se presenta en juicios de amparo indirecto que tiene su origen en juicios ordinarios, en los cuales, se dicta un acuerdo, o bien, una sentencia interlocutoria y el quejoso interpone el recurso que señale la ley ordinaria de donde emane el mismo, y posteriormente se dicte una sentencia resolviendo el recurso interpuesto y el que se considere agraviado por dicho fallo, promueve el juicio de garantías reclamando tanto el primer acto, que en la especie sería el auto o la sentencia interlocutoria, así como la resolución que se dictó con motivo del recurso interpuesto en contra de aquellos. Entonces resulta que los actos contra los que se interpuso el recurso, han sido sustituidos por el fallo a que se ha hecho referencia y por ende se dice que han cesado los efectos del acto que se reclama.
Otro caso se presenta en la hipótesis de que se reclame en el juicio de amparo una orden de aprehensión dictada por una autoridad judicial y al rendir ésta su informe con justificación, manifieste que se ha dictado en el proceso penal un auto por falta de elementos para procesar con las reservas de ley, por lo cual, resulta claro que han cesado los efectos del acto reclamado; o bien, que se promueva en contra de un auto de formal prisión y la autoridad responsable al rendir su informe con justificación exprese que se sobreseyó la causa en el proceso penal respectivo, acreditándolo con copias certificadas de tales constancias, entonces, es indudable que los efectos del acto reclamado han cesado, actualizándose la causa de improcedencia en cuestión.

En tanto que la frac. XVII establece la improcedencia del juicio constitucional, cuando subsistiendo el acto reclamado no pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de existir el objeto o la materia del mismo.
Se puede dar el caso de que se siga un juicio ejecutivo mercantil en contra de una persona, se le embarguen bienes suficientes para garantizar las prestaciones reclamadas y se dicte sentencia definitiva en el procedimiento, en ejecución de sentencia, si no paga, tendrán que rematarse los bienes embargados, y hecho lo mismo se fincarán a favor de algún tercero; y posteriormente se aprobará dicho remate y contra esta resolución se promueve el recurso correspondiente, resolviéndose en segunda instancia confirmando el fallo impugnado y el quejoso promueve juicio de amparo contra este último y durante la tramitación del juicio de amparo ese bien desaparezca por alguna causa fortuita. Entonces debe decirse que el objeto o materia del acto reclamado ha dejado de existir y dicho acto a pesar de subsistir no surte efecto legal o material alguno, actualizándose así la causa de improcedencia que se analiza.

Por último, la frac. XVIII del propio art. 73 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, establece que el juicio de amparo es improcedente:
En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposici6n de la ley.

Las causales de improcedencia, en su caso, deberán ser examinadas de oficio.

Existen diversos casos en los cuales se presenta esta causa de improcedencia, tales como:
· cuando no existen conceptos de violación que la propia Ley de Amparo ordena que debe contener toda demanda, ya sea en amparo directo o indirecto entonces (no tratándose de los supuestos que marca el art. 76 bis de la Ley de Amparo), puede relacionarse la causa de improcedencia que se menciona con la frac. V del art. 116 de la ley, aplicadas, desde luego, contrario sensu, y
· cuando no existe quejoso o es promovido el amparo contra actos de un particular.
Es importante mencionar que la frac. XVIII que se estudia, forzosamente tendrá que ir relacionada con alguna disposición de la ley o la Constitución, o bien, con alguna tesis jurisprudencial, ya que por sí sola no puede darse y, en este orden de ideas, si no se relaciona como se ha apuntado, hace que carezca de validez por ser inmotivada.
Por otro lado, consideramos que la fracción en estudio debe ser modificada, en el sentido de que se refiera expresamente a la Ley de Amparo e igualmente a la jurisprudencia, ya sea de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los tribunales colegiados de circuito.
La jurisprudencia es la interpretación que hacen la Suprema Corte de Justicia y los tribunales colegiados de circuito, del derecho para su aplicación a un caso concreto, siendo obligatoria para los inferiores jerárquicos respectivos cuando reúna los requisitos que para tal efecto establece la Ley de Amparo.
Improcedencia jurisprudencial
En la presente sección citaremos algunas de las principales tesis jurisprudenciales en relación con la improcedencia de la acción de amparo exponiendo algunos ejemplos para así tener un panorama amplio acerca del tema.
Todas las tesis forman parte del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, compilación 1917-1988.
Tesis 65 p. 111, 2a. parte. Actos de particulares, improcedencia. No puede ser objeto del juicio de garantías, que se ha instaurado para combatir los de las autoridades que se estima violatorios de la Constitución.
Tesis 63 p. 294, parte citada. Amparo improcedente contra sentencia de primer grado. Si se reclaman tanto la sentencia de primera instancia como la de segunda que se confirmó, el amparo es improcedente respecto de la primera, de conformidad con las disposiciones de la frac. III, inc. a) del art. 107 constitucional, en relación a los arts. 73, fracs. XIII y XVI, y 74, frac. III, de la Ley de Amparo, porque ese fallo admite recurso de apelación y porque al pronunciarse la de segunda instancia que resolvió la apelación interpuesta cesaron los efectos de la de primer grado y, por tanto, el juicio debe sobreseerse respecto de la sentencia de primera instancia.
Tesis 38 p. 99, 4a. parte. Apelación, amparo, improcedencia contra el auto que la admite. Es improcedente el amparo que se endereza contra la resolución que admite una apelación, puesto que no trae consigo ejecución que pueda lesionar de una manera real y efectiva los derechos y la persona del quejoso, ni lo deja sin defensa.

Tesis 277 p. 492, parte indicada. Auto de exequendo. Procedencia del amparo contra el. Como la sentencia que se dicta en la alzada del auto que concede o niega la ejecución, causa ejecutoria y el fallo definitivo en el juicio no puede volver a ocuparse de la procedencia o improcedencia de dicho auto, la violación que en él se cometa no es reparable dentro del juicio y se está en el caso previsto por la frac. IX del art. 107 de la Constitución federal; por lo mismo, es procedente el amparo contra dicho auto.

Tesis 281 p. 496, 2a. parte. Auto de formal prisión, amparo contra el, cuando el quejoso se desiste del recurso de apelación. Si aparece que el acusado apeló del auto de formal prisión, y posteriormente desistió del recurso, esto no puede significar conformidad con dicha resolución, sino sólo quitar el obstáculo legal que haría improcedente el juicio de amparo, y por lo mismo, no hay razón alguna para considerar consentida la resolución reclamada, ni menos para, por este concepto, sobreseer en el juicio de garantías.
Tesis 283 p. 499, parte en cita. Auto de formal prisión, cuando es improcedente el amparo contra el. Es improcedente el amparo que se endereza contra el auto de formal prisión, si está pendiente de resolverse el recurso de apelación que contra él se hizo valer.

Tesis 819 p. 1357, 2a. parte. Excepciones, amparo contra el rechazamiento de las. El auto que desecha las excepciones que el demandado opone, priva al mismo de un medio de defensa establecido por la ley y constituye una violación substancial del procedimiento, pero tal violación no puede ser reclamada en un juicio especial de garantías, sino en el amparo que se pida contra la sentencia definitiva.
Tesis 916 p. 1500, misma parte. Hacienda, Secretaría de, improcedencia del amparo promovido por la. Como el tribunal fiscal dicta sus fallos en representación del Ejecutivo de la Unión, no se concibe que otro órgano del mismo Ejecutivo que obra por acuerdo del titular de ese poder, como es la Secretaría de Hacienda, pueda pedir amparo contra actos de dicho tribunal; además de que es absurdo pretender que las oficinas públicas o dependencias del Ejecutivo puedan invocar violación de garantías individuales, para proteger contra actos de una autoridad que dicta sus fallos en representación del mismo Ejecutivo.
Tesis 183 p.119, 8a. parte, Apéndice 1917-1985. Incompetencia de origen. La Corte ha sustentado el criterio de que la autoridad judicial, no debe intervenir para resolver cuestiones políticas, que incumben constitucionalmente a otros poderes; en el amparo no debe juzgarse sobre la legalidad de la autoridad, sino simplemente sobre su competencia, pues si se declara que una autoridad señalada como responsable, propiamente no era autoridad, el amparo resultaría notoriamente improcedente. Sostener que el art. 16 de la Constitución prejuzga la cuestión de legitimidad de las autoridades, llevaría a atacar la soberanía de los estados, sin fundamento constitucional y por medio de decisiones de un poder, que, como el Judicial carece de facultades para ello, convirtiéndose en árbitro de la existencia de poderes que deben ser independientes de él.

Tesis 198 p. 408, 2a. parte, Apéndice 1917-1985. Ministerio Público. Las facultades del Ministerio Público no son discrecionales, puesto que debe obrar de modo justificado y no arbitrario, y el sistema legal que garantice a la sociedad el recto ejercicio de las funciones de esa institución, puede consistir en la organización de la misma, y en los medios de exigir la responsabilidad consiguiente, y si los vicios de la legislación lo impiden, esto no es motivo para que se viole lo mandado por el art. 21 constitucional.
Tesis 1224 p. 1965, 2a. parte. Ofendido. Improcedencia del amparo promovido por el. Es improcedente el amparo solicitado por el ofendido en contra de la sentencia que absuelve al acusado, ya que en tal caso el reclamante no se encuentra dentro de ninguna de las hipótesis previstas por el art. 10 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 Y 107 de la Constitución federal; y, por lo tanto, considerando que el acto reclamado no afecta los intereses jurídicos del quejoso, el juicio constitucional debe sobreseerse con fundamento en los arts. 74, frac. III, y 73, fracs. V y XVIII de la mencionada Ley de Amparo.
Tesis 1488 p. 2361, 2a. parte. Pruebas. Amparo improcedencia contra el auto que las desecha. El amparo indirecto es improcedente contra el auto que desecha una prueba, dado que se trata de una violación del procedimiento comprendido en la frac. ID del art. 159 de la Ley Reglamentaria del Juicio de Garantfas, que debe reclamarse al interponerse el amparo contra la sentencia definitiva que se dicte en el juicio, previa la preparación legal necesaria, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 161 en la misma ley.
Tesis 1571 p. 2515, misma parte. Recursos ordinarios. El hecho de no hacer valer los procedentes contra un fallo ante los tribunales ordinarios, es causa de improcedencia del amparo que se enderece contra ese fallo.

